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TUTELA – CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL – ORDINARIO – RESOLUCIÓN DE COMPRA VENTA – DEFECTO FACTICO – VALORACIÓN PROBATORIA - NIEGA - Del contenido de la demanda se advierte que, en relación con los requisitos específicos, la acusación contra la jueza se puede enmarcar, esencialmente, en los defectos fáctico y sustantivo, pues, de un lado, se afirma que no se valoró en forma adecuada el acervo probatorio recolectado en el proceso de resolución de contrato de compraventa y, del otro, no tuvo presentes las normas comerciales con las que se debía solucionar la causa por ella interpuesta.
(…)
En el caso que nos ocupa, con vista en la prueba allegada, se tiene que, al margen de lo que considera la accionante, no hallala Sala  criterios constitucionales que permitan deducir el resquebrajamiento de los derechos fundamentales invocados. 

En efecto, afirma ella que en el proceso declarativo se omitió una valoración adecuada de las pruebas, que condujera a la prosperidad de las pretensiones elevadas frente al Banco Davivienda. Pero, compártase o no la resolución del despacho judicial directamente accionado en la providencia que se refuta, la funcionaria, en una interpretación razonable, desenlazó el asunto apoyada en normas y jurisprudencia relacionadas con la cuestión debatida; y con fundamento en la prueba documental, aclaró que cada una de las partes en el negocio bilateral, cumplió con sus prestaciones. Es decir, halló que el Banco hizo entrega exacta del bien inmueble que había adquirido en la adjudicación que por por remate se le hizo, esto es, el matriculado bajo el número 293-0005160, en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Belén de Umbría, no el identificado con matrícula inmobiliaria 293-14848, que nunca fue vendido por el ente financiero. 

En esa conclusión nada de arbitrario se advierte; antes bien, consulta la realidad que enseña la foliatura, en cuanto no logró desvirtuarse el hecho de que la entidad financiera hubiese realizado la entrega de un inmueble distinto al que refleja la realidad documental y física, a propósito de lo cual hubo un dictamen, controvertido en el proceso, que finalmente concluyó que el inmueble de matrícula 293-14848, que es el que se involucró en el proceso ejecutivo, es independiente de aquel otro registrado al número 293-0005160, adquirido por Davivienda y luego vendido a la accionante.
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Acta N° 374 de julio 24 de 2017
  



Decide la Sala la acción de tutela promovida por María Consuelo Galvis Londoño en contra  del Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el Banco Davivienda SA sucursal carrera 9 No. 17-70 Pereira, Ancízar Arenas Cadavid, José Javier Rendón Mora, Darío Antonio Londoño Morales y los Juzgados Sexto Civil Municipal de Pereira, Primero y Segundo Promiscuos Municipales de Belén de Umbría.
ANTECEDENTES

  



María Consuelo Galvis Londoño, por intermedio de apoderado judicial, presentó acción de tutela contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, en la que solicita: (i) Declarar sin efectos jurídicos la sentencia del 18 de enero de 2017 dictada por ese despacho; (ii) Ordenar, que se profiera un nuevo fallo en el que se acojan las observaciones jurídicas advertidas en el libelo.
   



Narró que ante el Juzgado Sexto Civil Municipal de esta ciudad, se adelanta proceso ordinario de resolución de contrato de compraventa celebrado el 7 de febrero de 2012, por medio del cual el Banco Davivienda SA transfirió a favor de María Consuelo Galvis Londoño el derecho de dominio sobre el bien inmueble con matrícula inmobiliaria número 293-5160 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Belén de Umbría, ubicado en la calle 3 Nros. 11-34 y 11-36; contrato en el que a pesar de indicarse el área y linderos, se vendió como cuerpo cierto. En la tradición se mencionó que el inmueble lo había adquirido la sociedad vendedora mediante adjudicación por remate celebrado en el Juzgado Segundo Promiscuo de Belén de Umbría, en proceso ejecutivo del Banco Davivienda contra José Javier Rendón Mora; luego de entregado el bien, fue despojada parcialmente del mismo por cuenta de un auxiliar de la justicia que señaló que la parte inferior de esa edificación, con nomenclatura 11-36, estaba embargada y secuestrada en el proceso ejecutivo que Ancízar Arenas Cadavid promovió frente a José Javier Rendón Mora en el Juzgado Primero Promiscuo Municipal de esa localidad; el bien fue subastado  y adjudicado al postor que ahora lo reclama por medio de la Secretaría de Gobierno Municipal. 

  



Agregó que ante la imposibilidad de saneamiento por parte del Banco Davivienda SA, inició la anunciada demanda de resolución de contrato e indemnización de perjuicios. El Juzgado de primera instancia desestimó las pretensiones con sentencia del 11 de agosto de 2016 y el Juzgado Tercero Civil del Circuito confirmó esa resolución con providencia del 18 de enero de 2017, sin tener en cuenta las normas de carácter mercantil con las que debía resolverse el asunto, por la calidad de la parte demandada; el Banco Davivienda conocía que únicamente era propietario del inmueble distinguido con el número 11-34 de la calle 3, al intervenir como parte dentro del proceso en el que se remató el bien; el Juzgado de segunda instancia no resolvió la cuestión en los términos de la apelación propuesta y el criterio de que el banco sí entregó a satisfacción el inmueble, se apoyó en un testimonio de un empleado de la entidad, sin tener en cuenta todo el conjunto probatorio recolectado; además, se le reprochó infundadamente el tiempo en el que se impetró la acción, se omitió hacer referencia a jurisprudencia de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia sobre el particular y se valoró indebidamente el acopio probatorio. 

  



Precisó que con anterioridad se había presentado una demanda similar, pero la decisión se tornó inhibitoria por falta de legitimación en la causa por activa. 
 



 Con auto del 10 de julio, se dio impulso a la acción, con la citación del Banco Davivienda SA, sucursal carrera 9 No. 17-70 Pereira, Ancízar Arenas Cadavid, José Javier Rendón Mora, Darío Antonio Londoño Morales y los Juzgados Sexto Civil Municipal de Pereira, Primero y Segundo Promiscuos Municipales de Belén de Umbría. Se decretaron pruebas y se negó la medida provisional solicitada, que luego de una aclaración, se decretó. 
 



Se obtuvieron copias de la tutela anterior (f. 21 a 36); el Juzgado Sexto Civil Municipal remitió el expediente original de que da cuenta el libelo. Los Juzgados Primero y Segundo Promiscuos Municipales remitieron copias de las piezas procesales que se pidieron. Por su parte, el representante legal del Banco Davivienda SA, precisó que conforme se definió judicialmente, la entidad cumplió a cabalidad con el contrato suscrito con la accionante y lo que hoy se pretende debatir por medio de esta acción de tutela ya fue definido por la jurisdicción ordinaria, en  donde contó con los mecanismos idóneos de defensa y, por tanto se debe negar la pretensión invocada.

CONSIDERACIONES

Delanteramente se advierte que si bien con anterioridad se promovió una demanda de igual linaje, no se estructura una cosa juzgada por cuanto en aquella oportunidad, como lo dejan ver las copias arrimadas (f. 21 a 36), no hubo un análisis de fondo como que el ahora obliga, por cuanto quien la promovió carecía de poder para hacerlo. 
 



Hecha esta precisión, dígase que la acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se pretende con este libelo que se deje sin efectos jurídicos la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad el 18 de enero de 2017, dentro del proceso ordinario de resolución de contrato que María Consuelo Galvis Londoño presentó contra el Banco Davivienda SA, y se le ordene dictar una nueva providencia que compendie las directrices que se impongan en esta acción.

  



Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. . Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución. 
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
 



Aquellos presupuestos generales se satisfacen, como quiera que la queja involucra el derecho al debido proceso; se interpuso recurso de apelación frente a la sentencia de primera instancia dictada dentro del proceso citado en este asunto; se cumple el principio de inmediatez; si se advirtiera la irregularidad que se le achaca a la funcionaria, aquella incidiría en la decisión de fondo, y no se trata de una providencia dictada dentro otra acción de tutela. 

   
Del contenido de la demanda se advierte que, en relación con los requisitos específicos, la acusación contra la jueza se puede enmarcar, esencialmente, en los defectos fáctico y sustantivo, pues, de un lado, se afirma que no se valoró en forma adecuada el acervo probatorio recolectado en el proceso de resolución de contrato de compraventa y, del otro, no tuvo presentes las normas comerciales con las que se debía solucionar la causa por ella interpuesta.

Sobre dichos defecto se ha indicado por la  jurisprudencia constitucional que 
: 
   


…el defecto fáctico se configura cuando: i) existe una omisión en el decreto de pruebas que eran necesarias en el proceso; ii) se da una valoración caprichosa y arbitraria de las pruebas presentadas; o iii) no se valora en su integridad el material probatorio.
 
  


Asimismo, esta Corte puntualizó que el defecto estudiado tiene dos dimensiones, una positiva…. La primera se presenta cuando el juez efectúa una valoración por “completo equivocada” o fundamenta su decisión en una prueba no apta para ello y la segunda cuando omite o ignora la valoración de una prueba determinante o no decreta su práctica sin justificación alguna. y otra negativa..
 
  


20. Con todo, esta Corporación ha sido enfática en señalar que “para que la tutela resulte procedente ante un error fáctico, ‘El error en el juicio valorativo de la prueba debe ser de tal entidad que sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto...”
  


 
Respecto del defecto sustantivo, ha reiterado la misma Corporación
: 
6.1. De conformidad con la jurisprudencia de este Tribunal, el defecto sustantivo que convierte en vía de hecho una providencia judicial, se presenta en el momento en que una decisión adoptada por un juez desborda los límites que la norma constitucional y la ley le reconocen, al apoyarse en una disposición jurídica evidentemente inaplicable al caso concreto
. Así por ejemplo, puede hablarse de vías de hecho en los eventos en que:

(i) Se aplica una norma derogada que ya no produce efectos en el ordenamiento jurídico.

(ii) Se aplica una norma vigente pero claramente inconstitucional para el caso concreto y el funcionario se abstuvo de aplicar la excepción de inconstitucionalidad.

(iii) Se emplea una norma que es inconstitucional para el caso concreto.

(iv) Se aplica una norma que ha sido declarada inexequible.

(v) Se aplica una norma vigente y constitucional, pero que no se adecúa a la circunstancia fáctica a la cual se aplicó. Por ejemplo, porque a dicha norma se le reconocen efectos distintos a los expresamente señalados por el legislador.

6.2. El defecto sustantivo como causal de procedibilidad de la acción de tutela, reconoce que la competencia que se asigna a las autoridades judiciales para interpretar y aplicar las normas jurídicas, fundada en el principio de autonomía e independencia judicial, no es absoluta. Tal, se encuentra limitada por el orden jurídico preestablecido y, principalmente, por los valores, principios, derechos y garantías que identifican al actual Estado Social de Derecho.

 



En el caso que nos ocupa, con vista en la prueba allegada, se tiene que, al margen de lo que considera la accionante, no hallala Sala  criterios constitucionales que permitan deducir el resquebrajamiento de los derechos fundamentales invocados. 
En efecto, afirma ella que en el proceso declarativo se omitió una valoración adecuada de las pruebas, que condujera a la prosperidad de las pretensiones elevadas frente al Banco Davivienda. Pero, compártase o no la resolución del despacho judicial directamente accionado en la providencia que se refuta, la funcionaria, en una interpretación razonable, desenlazó el asunto apoyada en normas y jurisprudencia relacionadas con la cuestión debatida; y con fundamento en la prueba documental, aclaró que cada una de las partes en el negocio bilateral, cumplió con sus prestaciones. Es decir, halló que el Banco hizo entrega exacta del bien inmueble que había adquirido en la adjudicación que por por remate se le hizo, esto es, el matriculado bajo el número 293-0005160, en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Belén de Umbría, no el identificado con matrícula inmobiliaria 293-14848, que nunca fue vendido por el ente financiero. 
En esa conclusión nada de arbitrario se advierte; antes bien, consulta la realidad que enseña la foliatura, en cuanto no logró desvirtuarse el hecho de que la entidad financiera hubiese realizado la entrega de un inmueble distinto al que refleja la realidad documental y física, a propósito de lo cual hubo un dictamen, controvertido en el proceso, que finalmente concluyó que el inmueble de matrícula 293-14848, que es el que se involucró en el proceso ejecutivo, es independiente de aquel otro registrado al número 293-0005160, adquirido por Davivienda y luego vendido a la accionante. 

Así que las disquisiciones de la funcionaria no comportan, por sí mismas, el quebrantamiento de los derechos fundamentales que se invocan, aun cuando la sentencia le parezca discutible a la accionante, e incluso si pudiera interpretarse de manera diversa la cuestión. Y que en lugar de las normas comerciales hubiera aplicado unas civiles, poca trascendencia tiene para el caso, dado que la acción de saneamiento por evicción o la resolución del contrato por incumplimiento de lo pactado, guardan estrecha armonía entre un estatuto y otro. 

De manera que la sola circunstancia de la interpretación, no abre paso a la injerencia del juez constitucional en la órbita del ordinario. 
Valga traer a colación lo que sobre el particular tiene dicho la jurisprudencia
:
“Sólo las actuaciones judiciales que realmente contengan una decisión arbitraria, con evidente, directa e importante repercusión en el proceso, en perjuicio de los derechos fundamentales, pueden ser susceptibles de ataque en sede constitucional. No así las decisiones que estén sustentadas en un determinado criterio jurídico, que pueda ser admisible a la luz del ordenamiento, o interpretación de las normas aplicables, pues de lo contrario se estaría atentando contra el principio de la autonomía judicial. Debe tenerse en consideración que el juez, al aplicar la ley, ha de fijar el alcance de la misma, es decir, darle un sentido frente al caso. La tarea interpretativa es, por ello, elemento propio de la actividad judicial requerida siempre, a menos que la disposición tenga un único y exclusivo entendimiento, lo cual no solo es infrecuente sino extraordinario.

[...]La vía de hecho -excepcional, como se ha dicho- no puede configurarse sino a partir de una ruptura flagrante, ostensible y grave de la normatividad constitucional o legal que rige en la materia a la que se refiere el fallo. Por tanto, mientras se apliquen las disposiciones pertinentes, independientemente de si otros jueces comparten o no la interpretación acogida por el fallador, no existe la vía de hecho, sino una vía de Derecho distinta, en sí misma respetable si no carece de razonabilidad. Esta, así como el contenido y alcances de la sentencia proferida con ese apoyo, deben ser escrutados por la misma jurisdicción y por los procedimientos ordinarios, a través de los recursos que la ley establece y no, por regla general, a través de la acción de tutela.

[...]Diferente es el caso de la ostensible aplicación indebida de una norma, en cuya virtud se pretende lograr que los hechos quepan en ella, aun contra toda evidencia. Allí puede darse la vía de hecho, como lo ha admitido esta Corte, si por haberse forzado arbitrariamente el ordenamiento jurídico se han quebrantado o se amenazan derechos constitucionales fundamentales” 

Con los presupuestos indicados para la procedencia de la acción de tutela  cuando se acusa una decisión judicial de constituir vía de hecho, la Sala reitera la conclusión que se ha referido en anteriores fallos, en el sentido de precisar que “No toda vía de hecho reúne las características necesarias para incoar la acción referida, porque, para que sea viable requiere no sólo que se afecte un derecho fundamental, sino que además se presente cierta gravedad e inminencia en la vulneración o amenaza.” 
, requisitos que no basta con que sean alegados, sino que deben acreditarse o evidenciarse en cada caso concreto.”

Se recuerda, en todo caso, que la acción de tutela no ha sido erigida como una instancia adicional con la que se pueda controvertir una decisión judicial, aun cuando sea de única instancia; al contrario, su alcance es restringido y, por consiguiente, impide cuestionar la interpretación que un juez realiza de un determinado asunto, a menos que ella sea tan absurda o antojadiza, que desborde la lógica, situación que no acontece, según viene de verse, en el presente asunto, lo que dará lugar a negar el amparo deprecado.
                                           Ahora, no está por demás indicar que, como viene de verse, del dictamen  rendido ante el Juzgado que conoce del proceso de resolución, queda al descubierto que dentro del proceso ejecutivo que cursa en el Juzgado Primero Promiscuo Municipal pudo haberse aprisionado y adjudicado materialmente buena parte del bien que ocupa la accionante, como si hiciera parte del inmueble de matrícula 293-14848 (lotecito sin número, según el certificado), que en realidad es aledaño al que Davivienda remató y le vendió luego. Pero, esa es una cuestión que deberá ventilarse, bien dentro del mismo proceso ejecutivo, o por otra vía judicial que no compromete lo que fue decidido en el proceso de resolución de contrato, cuya sentencia se quiere aniquilar. 
 



Finalmente, se absolverá a los demás citados al asunto, por no hallar de su parte trasgresión alguna de los derechos del demandante.

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, NIEGA el amparo de los derechos fundamentales reclamados por María Consuelo Galvis Londoño en contra  del Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira.
Se absuelve a los citados de oficio al asunto.

Se dispone el levantamiento de la medida provisional. Líbrese el oficio respectivo. 

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
A su regreso, archívese.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS      

DUBERNEY GRISALES HERRERA

� Sentencia C-543-92


�  Sentencia SU-172 de 2015


�  Sentencia T-528 de 2016


� Ver las sentencias C-231 de 1994, T-008 de 1998 y C-984 de 1999, entre otras. 


� Cfr. sentencia SU-1722 de 2000. Tal es el caso por ejemplo de todas las decisiones judiciales en las que se trasgrede el principio de “no reformatio in pejus”.


� Cfr., la sentencia C-984 de 1999.


� Sentencia T-594 de 2011. Ver también SU-159 de 2002, entre otras.


� Sentencia T-156 de 2009. 


� Sentencia T-388/06. Así se reitera en otras providencias, como la sentencia T-060 de 2014


� En sentido similar pueden consultarse las sentencias T-765 de 1998, M.P., José Gregorio Hernández Galindo; T-555 de 2000 M.P., Fabio Morón Díaz y T-085 de 2001 M.P., Alejandro Martínez Caballero; T-702 de 2003, M.P. Clara Inés Vargas Hernández.


� Sentencia T-327 de 1994, M.P.,Vladimiro Naranjo Mesa
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